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INFORME SECRETARIAL: A Despacho de la señora juez el presente proceso 

pendiente de remitir oficio al Banco de Occidente ratificando medida cautelar. 
Sírvase proveer. Santiago de Cali, 05 de abril de 2022.   

 

 
JANETH LIZETH CARVAJAL OLIVEROS 
Secretaria 

REPUBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 
 
 

JUZGADO QUINTO LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 

Ref. Proceso ejecutivo laboral. MARÍA NORELLY GUTIERREZ TORRES vs. 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES. Rad. 2021-00480- 
00.           

 
INTERLOCUTORIO No. 897 

 

                        Santiago de Cali, cinco (05) de abril de dos mil veintidós (2022) 
 

Visto el informe secretarial, y revisado el portal Web del banco Agrario se 
evidencia la existencia del título judicial No. 469030002762764 del 31/03/2022 por 
la suma de $5.545.426.oo, correspondiente a las costas del proceso ordinario 

consignado por la entidad demandada COLPENSIONES, el cual se ordenará su 
entrega al apoderado de la parte actora por tener la facultad para recibir. 

 
De otro lado revisado nuevamente el expediente, mediante auto 621 del 11 de 
marzo y auto 786 del 22 de marzo de 2022, esta instancia judicial decretó y ratificó 

el embargo de los dineros que posee la demandada para garantizar el pago de 
la obligación, por la suma $5.822.697.oo, sin embargo, conforme lo enunciado en 
el párrafo anterior, se MODIFICA el monto de la medida cautelar en la suma de 

$277.271.oo, valor que corresponde a las costas del proceso ejecutivo aprobadas 
en el proceso. 

 
Finalmente, teniendo en cuenta que a través de comunicación BVRC 64551 del 
24 de marzo de 2022 el Banco de Occidente, manifiesta que no es posible aplicar 

la medida de embargo pues corresponden a recursos inembargables conforme 
al inc3 del parágrafo art. 594 del C.G.P., y en atención a que esta ejecución se 

adelanta para el pago de un derecho derivado de la seguridad social, se 
inaplicará el principio de inembargabilidad y se accederá a lo solicitado, y en 
aras de no vulnerar al demandante la Inembargabilidad que predica el Banco de 

Occidente de sus cuentas, se ordenará la RATIFICACIÓN DE LA MEDIDA CAUTELAR 
a la entidad financiera para que procedan al acatamiento del embargo de las 
cuentas de administración que tenga destinado la entidad para dichos pagos. 
 
Así las cosas, se ordenará al Banco de Occidente proceder a acatar la medida 
impartida a través de la ratificación que esta oficina judicial hace del embargo y 
retención de los dineros de propiedad de la Administradora Colombiana de 
Pensiones Colpensiones en esa entidad financiera por valor de $277.271.oo. So 

pena de hacerse acreedor a las sanciones de Ley 

 

En mérito de lo anterior, el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Cali, 



 

 
DISPONE: 

 
1. Téngase por reasumido el poder al Dr. DIEGO FERNANDO HOLGUIN CUELLAR 
como apoderado judicial de la parte actora. 

 
2.- Ordenar el pago a la parte actora, a través de su apoderado judicial Dr. 
DIEGO FERNANDO HOLGUIN CUELLAR, identificado con C.C. No. 14.839.746 y T.P. 

No. 144.505 del Consejo Superior de la Judicatura, quien tiene facultad para 
recibir según poder que obra en el expediente, del título judicial No. 
469030002762764 del 31/03/2022 por la suma de $5.545.426.oo, por concepto de 
las costas del proceso ordinario consignadas por la parte demandada 
COLPENSIONES, a este Despacho judicial. 

 
3.- REQUIERASE al BANCO DE OCCIDENTE, para que proceda a ACATAR la medida 

impartida a través de la RATIFICACIÓN que esta oficina judicial hace del 
embargo y retención de los dineros de propiedad de la entidad demandada 
Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones que cubran la obligación 
contenida en esta ejecución, la cual se MODIFICA en la suma de $277.271..oo. So 

pena de hacerse acreedor a las sanciones de Ley. Expídase el oficio respectivo y 

transcríbase el artículo 44 del Código General Proceso. 
 
 

NOTIFÍQUESE 
 
 

Firmado Por: 
 

Angela Maria Victoria Muñoz 
Juez 

Juzgado De Circuito 
Laboral 005 

Cali - Valle Del Cauca 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme 
a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: b0f38a440f7ae4c84cf1c4f437fefa18a3d19b1fba322095ec766bb88465fa9e 

Documento generado en 05/04/2022 11:26:50 AM 
 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

J.V 

INFORME SECRETARIAL: A Despacho de la señora Jueza la presente demanda 
radicada bajo el No.76001-31-05-005-2022-00055-00 pendiente de revisar. Sírvase 
proveer.  
Santiago de Cali, 05 de abril de 2022 

 
JANETH LIZETH CARVAJAL OLIVEROS 
             Secretaria 
 

 
REPUBLICA DE COLOMBIA - RAMA JUDICIAL 

 
 
 

 
JUZGADO QUINTO LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI- VALLE DEL CAUCA 

  

RADICACION 76001-31-05-005-2022-00055-00 
DEMANDANTE  GUILLERMOEUGENIO QUIJANO CASTAÑEDA   
DEMANDADO TERMOMONTAJES DEL VALLE INGENIERIA S.A.S. 
PROCESO ORDINARIO LABORAL  

 
AUTO INTERLOCUTORIO No. 903 

 
Santiago de Cali, Cinco (05) de abril de dos mil veintidós (2022) 

 
Visto el informe secretarial y dado que revisada como corresponde la presente 
demanda, se observa que cumple con los requisitos exigidos por los artículos 25, 
25 A y 26 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.  
 
Por lo expuesto el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Cali, 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: ADMITIR la presente demanda ORDINARIA LABORAL DE PRIMERA 
INSTANCIA instaurada a través de apoderado judicial, por el señor 
GUILLERMOEUGENIO QUIJANO CASTAÑEDA contra la sociedad TERMOMONTAJES 
DEL VALLE INGENIERIA S.A.S.  
 
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia al representante legal de la entidad 
demandada, tal como ordenan los artículos 41 y 74 del C.P.T.S.S., con las 
modificaciones dispuestas en la Ley 712 de 2001 y CORRASELE traslado por el 
término legal de diez (10) días, entregándole para tal fin copia del líbelo. 
 
TERCERO: RECONOCER PERSONERIA para actuar como apoderado judicial de la 
parte actora dentro del proceso de la referencia al Dr. LUIS ERNESTO FANDIÑO 
FLOREZ abogado en ejercicio portador de la T.P. No. 141.212 del C. S. J. en la 
forma y términos del poder conferido y el cual fue presentado en legal forma.   
 



 

QUINTO: PUBLIQUESE la presente decisión a través de los Estados Electrónicos en 
el portal Web de la Rama Judicial, de conformidad con lo dispuesto por el 
Consejo Superior de la Judicatura mediante acuerdos, y más recientemente en 
el PCSJA20-11567 de junio 05 de 2020.  
 

NOTIFIQUESE 
 
 

Firmado Por: 
 

Angela Maria Victoria Muñoz 
Juez 

Juzgado De Circuito 
Laboral 005 

Cali - Valle Del Cauca 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la 
Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: f511dfbfc6772a65b5f768871227d95e32b41a768b9b1b91a6bf4f30b647844b 
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INFORME SECRETARIAL: A Despacho de la señora juez el presente proceso 

para proveer. Santiago de Cali, 05 de abril de 2022. 
 

 
JANETH LIZETH CARVAJAL OLIVEROS 
Secretaria 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 
 
 

JUZGADO QUINTO LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 

Ref. Proceso ejecutivo laboral. AURORA MADROÑERO VALDÉS vs. 
COLPENSIONES.  Rad. 2022-00133 

                             
INTERLOCUTORIO No. 896 

 
Santiago de Cali, cinco (05) de abril de dos mil veintidós (2022) 

 
A continuación del proceso ordinario laboral de primera instancia 

propuesto por el (la) señor(a) AURORA MADROÑERO VALDÉS vs 
COLPENSIONES, a través de apoderada judicial y con fundamento en la 

sentencia No. 130 del 11 de agosto de 2016 proferida por este despacho 
judicial, modificada y confirmada por la Sala Laboral del Tribunal Superior 

de Cali, solicita se libre mandamiento de pago por las obligaciones 
contenidas en el fallo objeto de ejecución. 

 
En cuanto al pago de los intereses moratorios deprecados, no fue 

ordenado en la sentencia por lo que se negará dicha solicitud. 
 

De otro lado, revisado el portal Web del Banco Agrario, se evidencia la 
existencia del título judicial No .469030002509860 de fecha 20 de abril de 
2020 por la suma de $300.000.oo, consignado por la demandada 
correspondiente a las costas del proceso ordinario, el cual se ordenará su 

entrega a la apoderada de la parte actora por tener la facultad para 
recibir. 

 
En este orden de ideas y como quiera que se reúnen los requisitos exigidos 

por el artículo 100 del C. P. Laboral y Seguridad Social, en concordancia 
con el artículo 422 del C. G. P, el Juzgado 

 
RESUELVE: 

 
Librar mandamiento de pago por la vía ejecutiva laboral en contra de 

COLPENSIONES, representada legalmente por el señor Juan Miguel Villa 
Lora, o por quien haga sus veces, y a favor de la señora AURORA 
MADROÑERO VALDÉS, por los siguientes conceptos: 
 

1.- Pagar por concepto de diferencias pensionales insolutas causadas 
desde el 16 de mayo de 2011 al 31 de julio de 2016, la suma de 



 

$2.899.785.oo, debidamente indexada hasta su pago, mesada pensional 
que para el año 2016 asciende a la suma de $1.629.633.oo, de acuerdo a lo 

ordenado por la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, la cual 
continuará reajustándose conforme la ley. 

 
2. Por las costas que se causen en el proceso ejecutivo. 

 
3.Autorizar a COLPENSIONES, descontar del retroactivo los aportes con 

destino al sistema de seguridad social en salud. 
 

4. En cuanto al pago de los intereses moratorios, SE NIEGAN por lo expuesto 
en la parte motiva de esta providencia. 

 
5. Ordenar el pago a la parte actora, a través de su apoderada judicial 

Dra. DIANA AURORA ORTEGA ROJAS identificada con C.C. 31.714.682 y T.P.  
No. 168.050 del Consejo Superior de la Judicatura, quien tiene la facultad 

de recibir según memorial poder que obra en el expediente, del título 
judicial No. 469030002509860 de fecha 20 de abril de 2020 por la suma de 
$300.000.oo, correspondientes a las costas del proceso ordinario. 
 

6. Notifíquese el presente auto a la parte demandada por aviso, conforme 
el artículo 306 del Código General del Proceso en concordancia con el 

artículo 292 ibidem. 
 

7. Notifíquese el mandamiento de pago a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado, Conforme lo dispuesto en el Artículo 612 de la Ley 1564 

de 2012. 
 

8. En firme la liquidación del crédito y costas se decretarán las medidas 
cautelares. 

 
NOTIFIQUESE 

 
 

Firmado Por: 
 

Angela Maria Victoria Muñoz 
Juez 

Juzgado De Circuito 
Laboral 005 

Cali - Valle Del Cauca 
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INFORME SECRETARIAL: A Despacho de la señora juez el presente proceso para proveer. 

Santiago de Cali, 05 de abril de 2022.   
 

 
JANETH LIZETH CARVAJAL OLIVEROS 
Secretaria 

 
REPUBLICA DE COLOMBIA 

 
 
 
 
 

JUZGADO QUINTO LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 

Ref. Proceso ejecutivo laboral. BELARMINA RINCÓN DEVIA vs. ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES. Rad. 2019-00693- 00.           

 
INTERLOCUTORIO No. 711 

 
                        Santiago de Cali, cinco (05) de abril de dos mil veintidós (2022) 
 

Mediante escrito que obra en el expediente fol. 11 expediente virtual el apoderado de la 
parte actora solicita se decrete el embargo de los dineros que posea la demandada en 
la entidad señalada en el memorial, manifestando bajo la gravedad de juramento que los 
mismos son de propiedad de Colpensiones. 
 
Para resolver se considera,  

 
Sea lo primero advertir que conforme a la Ley 1151 de 2007, Colpensiones es una empresa 
industrial y comercial del estado del orden nacional, con personería jurídica, autonomía 
administrativa y patrimonio independiente, vinculada al Ministerio de la Protección Social, 
cuyo objeto consiste en la administración estatal del régimen de prima media con 

Prestación Definida, para efectos tributarios la entidad goza de una naturaleza 
eminentemente pública. 
 
Establecido lo anterior, corresponde ahora examinar la naturaleza del fondo pensional.  
 
La Corte Constitucional en sentencia C-378 de 1998 estableció:  

 
“En el régimen de prima media con prestación definida, según la definición que 
de él hace la propia Ley 100 de 1993, es aquel “mediante el cual los afiliados o 
sus beneficiarios obtienen una pensión de vejez, de invalidez o de sobrevivientes, 
o una indemnización, previamente definidas” (artículo 31 de la ley 100 de 1993). 
En éste, los aportes de los trabajadores y empleadores, constituyen un fondo 

común, del cual se extraen los recursos necesarios para cubrir la pensión, si el 
afiliado cumple los requisitos para acceder a ella. 
(…) Los dineros que aportan trabajadores y empleadores al sistema de seguridad 
social, por sus características, son recursos de carácter parafiscal, pues 
responden a las características con que la Constitución, la ley y la jurisprudencia 
han definido esta clase de rentas.  

(...) en tratándose del régimen de prima media con prestación definida, cuya 
administración corresponde al Instituto de Seguros Sociales “empresa industrial y 
comercial del Estado, del orden nacional, con personería jurídica, autonomía 
administrativa y patrimonio independiente . . . “ según el artículo 275 de la ley 100 
de 1993, no es válido afirmar que por la naturaleza jurídica de este Instituto o por 
su vinculación al Ministerio del Trabajo y Seguridad Social, los recursos que 

administra por concepto de los aportes que realizan sus afiliados y empleadores, 
hacen parte de su patrimonio o puedan catalogarse como ingresos de la 
Nación, como parece entenderlo el demandante. Pues, como fue explicado, los 



 

aportes que administra el Instituto, así como sus rendimientos, en razón a su 
naturaleza parafiscal no pueden reputarse de propiedad ni del ente 
administrador ni del estado. 
Corolario de lo anterior, es que la definición que hace el literal b) del artículo 32 
acusado, según la cual, en el régimen solidario con prestación definida “Los 
aportes de los afiliados y sus rendimientos, constituyen un fondo común de 
naturaleza pública” no puede entenderse en el sentido que lo hace el actor. 
Pues esa característica, por la naturaleza misma de los aportes que lo integran, 
en ningún momento, puede implicar que la Nación pueda apropiarse de estos 
recursos ni mucho menos, que puedan recibir el tratamiento que se da a los 
ingresos ordinarios del Estado.  

Dentro de este contexto, no encuentra la Corte cómo el aparte acusado del 
literal b) del artículo 32 de la ley 100, pueden violar los derechos a la seguridad 
social, pues como fue explicado, los recursos por concepto de los aportes al 
sistema de seguridad social no pueden reputarse como de propiedad de las 
entidades administradores ni de la Nación. Igualmente, este derecho se 

encuentra garantizado, pues en ningún caso, la definición de “público” que 
hace la norma parcialmente acusada, desconoce las prerrogativas que 
constitucional y legalmente poseen los afiliados al régimen de prima media con 
prestación definida”  

 
En cuanto al principio de inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación, en 

sentencia C-192 de 2005, la Corte Constitucional, precisó: 
 

“En efecto, de acuerdo con el ordenamiento jurídico colombiano, únicamente 
la autoridad judicial competente, que expidió la orden de embargo dentro del 
proceso del cual conoce, es quien una vez obre en el expediente la constancia 
sobre la naturaleza de los recursos, determinará si procede el desembargo, o si 

continúa con el mismo, o si decide ordenar el desembargo, por la sencilla razón 
de que el juez del caso es quien conoce si, no obstante que se está ante 
recursos (del Presupuesto General de la Nación), la situación objeto de su 
decisión se enmarca dentro de las excepciones al principio general de 
inembargabilidad del Presupuesto, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, a la que se ha hecho alusión”. 

 
La jurisprudencia constitucional de manera enfática ha dicho que el principio de 
inembargabilidad no es absoluto, debido a que tiene una excepción cuando se trata de 
salvaguardar el mínimo vital, vida digna y pago oportuno de la pensión del ejecutante. En 
sentencia C-546/92, que vale traer a cuento en esta ocasión, dijo que: 
 

“La inembargabilidad absoluta de los recursos del Presupuesto General de la 
Nación afecta particularmente el derecho que tienen las personas al pago de 
las pensiones legales. En este sentido el inciso tercero del artículo 53 de la 
Constitución establece: ‘El Estado garantiza el derecho al pago oportuno y al 
reajuste periódico de las pensiones legales’ y en el inciso final del propio artículo 
53 agrega: ‘La Ley . . .  no puede menoscabar . . . los derechos de los 

trabajadores.  

Incluso los decretos con fuerza de ley dictados en los estados de excepción 
constitucional tampoco pueden menoscabar dichos derechos, de conformidad 
con el artículo 241.2 de la Carta. Y uno de tales derechos, de orden 
constitucional – que es norma de normas, según el artículo 4º.-, es precisamente 

el derecho al pago oportuno de las pensiones.  
 
. . . Por lo demás, la inembargabilidad de los recursos del presupuesto frente a las 
demandas laborales hace particularmente inefectivos los derechos de los 
pensionados, por la especial circunstancia de hallarse en una edad en la que 
difícilmente pueden proveerse de otros medios de subsistencia. De ahí que tal 

situación de contera comporte desconocimiento de los derechos denominados 
“de la tercera edad”, los cuales, paradójicamente, fueron muy caros al 
Constituyente”.  (subrayado fuera del texto) 

 



 

Por otra parte, se debe resaltar que la suscrita tiene la obligación constitucional de 
garantizar el efectivo cumplimiento de las decisiones judiciales y hacer efectivo el acceso 
a la administración de justicia del demandante (art. 48, 93, 94 y 229 de la C.P.), 
procurando la materialización de un derecho adquirido, cuyo pago no ha sido efectuado 
por la demandada. 

 
En este orden de ideas, en atención a que esta ejecución se adelanta para el pago de 
un derecho derivado de la seguridad social, se inaplicará el principio de 
inembargabilidad y se accederá a lo solicitado, limitándose la medida en la suma de 
$3.708.635.oo. 
 

En mérito de lo anterior, el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Cali, 
 

DISPONE: 
 
1.-INAPLICAR el principio de inembargabilidad de las cuentas de Colpensiones.  

 
2.-DECRETAR el embargo de los dineros que posee la demandada Administradora 
Colombiana de Pensiones Colpensiones en los siguientes bancos: Occidente, Davivienda 
y Bancolombia. Limitándose la medida en la suma de $3.708.635.oo. Líbrese los oficios 
respectivos. 
 

NOTIFÍQUESE 
 
 

Firmado Por: 
 

Angela Maria Victoria Muñoz 
Juez 

Juzgado De Circuito 
Laboral 005 

Cali - Valle Del Cauca 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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INFORME SECRETARIAL: A Despacho de la señora juez el presente proceso pendiente 
de remitir oficio a las entidades bancarias con medidas cautelares. Sírvase proveer. 
Santiago de Cali, 05 de abril de 2022.   

 

 
JANETH LIZETH CARVAJAL OLIVEROS 
Secretaria 

REPUBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 
 
 

JUZGADO QUINTO LABORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
 

Ref. Proceso ejecutivo laboral. JENNET HERRERA MEJIA vs. ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES. Rad. 2021-00037- 00.           

 
INTERLOCUTORIO No. 897 

 
                        Santiago de Cali, cinco (05) de abril de dos mil veintidós (2022) 
 
Visto el informe secretarial, y revisado el portal Web del banco Agrario se evidencia la 
existencia del título judicial No. 469030002762752 del 31/03/2022 por la suma de 
$877.803.oo, correspondiente a las costas del proceso ordinario consignado por la 
entidad demandada COLPENSIONES, el cual se ordenará su entrega al apoderado 
de la parte actora por tener la facultad para recibir. 
 
De otro lado revisado nuevamente el expediente, mediante auto 781 del 25 de marzo 
de 2022, esta instancia judicial decretó el embargo de los dineros que posee la 
demandada para garantizar el pago de la obligación, por la suma $921.693.oo, sin 
embargo, conforme lo enunciado en el párrafo anterior, se MODIFICA el monto de la 
medida cautelar en la suma de $43.890.oo, valor que corresponde a las costas del 
proceso ejecutivo aprobadas en el proceso. 
 
Conforme lo anterior, sea lo primero advertir que conforme a la Ley 1151 de 2007, 
COLPENSIONES es una empresa industrial y comercial del estado del orden nacional, 
con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, 
vinculada al Ministerio de la Protección Social, cuyo objeto consiste en la 
administración estatal del régimen de prima media con Prestación Definida, para 
efectos tributarios la entidad goza de una naturaleza eminentemente pública. 
 
Establecido lo anterior, corresponde ahora examinar la naturaleza del fondo 
pensional.  
 
La Corte Constitucional en sentencia C-378 de 1998 estableció:  
 
“En el régimen de prima media con prestación definida, según la definición que de él hace la 
propia Ley 100 de 1993, es aquel “mediante el cual los afiliados o sus beneficiarios obtienen 
una pensión de vejez, de invalidez o de sobrevivientes, o una indemnización, previamente 
definidas” (artículo 31 de la ley 100 de 1993). En éste, los aportes de los trabajadores y 
empleadores, constituyen un fondo común, del cual se extraen los recursos necesarios para 
cubrir la pensión, si el afiliado cumple los requisitos para acceder a ella. 
 
(…) Los dineros que aportan trabajadores y empleadores al sistema de seguridad social, por 
sus características, son recursos de carácter parafiscal, pues responden a las características 
con que la Constitución, la ley y la jurisprudencia han definido esta clase de rentas.  
 
(...) en tratándose del régimen de prima media con prestación definida, cuya administración 
corresponde al Instituto de Seguros Sociales “empresa industrial y comercial del Estado, del 
orden nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente 



 

. . . “ según el artículo 275 de la ley 100 de 1993, no es válido afirmar que por la naturaleza 
jurídica de este Instituto o por su vinculación al Ministerio del Trabajo y Seguridad Social, los 
recursos que administra por concepto de los aportes que realizan sus afiliados y empleadores, 
hacen parte de su patrimonio o puedan catalogarse como ingresos de la Nación, como 
parece entenderlo el demandante. Pues, como fue explicado, los aportes que administra el 
Instituto, así como sus rendimientos, en razón a su naturaleza parafiscal no pueden reputarse 
de propiedad ni del ente administrador ni del estado. 
 

Corolario de lo anterior, es que la definición que hace el literal b) del artículo 32 
acusado, según la cual, en el régimen solidario con prestación definida “Los aportes 
de los afiliados y sus rendimientos, constituyen un fondo común de naturaleza pública” 
no puede entenderse en el sentido que lo hace el actor. Pues esa característica, por 
la naturaleza misma de los aportes que lo integran, en ningún momento, puede 
implicar que la Nación pueda apropiarse de estos recursos ni mucho menos, que 
puedan recibir el tratamiento que se da a los ingresos ordinarios del Estado.  
 
Dentro de este contexto, no encuentra la Corte cómo el aparte acusado del literal b) 
del artículo 32 de la ley 100, pueden violar los derechos a la seguridad social, pues 
como fue explicado, los recursos por concepto de los aportes al sistema de seguridad 
social no pueden reputarse como de propiedad de las entidades administradores ni 
de la Nación. Igualmente, este derecho se encuentra garantizado, pues en ningún 
caso, la definición de “público” que hace la norma parcialmente acusada, 
desconoce las prerrogativas que constitucional y legalmente poseen los afiliados al 
régimen de prima media con prestación definida”  
 
En cuanto al principio de inembargabilidad del Presupuesto General de la Nación, en 
sentencia C-192 de 2005, la Corte Constitucional, precisó: 
 

“En efecto, de acuerdo con el ordenamiento jurídico colombiano, únicamente 
la autoridad judicial competente, que expidió la orden de embargo dentro del 
proceso del cual conoce, es quien una vez obre en el expediente la constancia 
sobre la naturaleza de los recursos, determinará si procede el desembargo, o si 
continúa con el mismo, o si decide ordenar el desembargo, por la sencilla razón 
de que el juez del caso es quien conoce si, no obstante que se está ante 
recursos (del Presupuesto General de la Nación), la situación objeto de su 
decisión se enmarca dentro de las excepciones al principio general de 
inembargabilidad del Presupuesto, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, a la que se ha hecho alusión”. 

 

La jurisprudencia constitucional de manera enfática ha dicho que el principio de 
inembargabilidad no es absoluto, debido a que tiene una excepción cuando se trata 
de salvaguardar el mínimo vital, vida digna y pago oportuno de la pensión del 
ejecutante. En sentencia C-546/92, que vale traer a cuento en esta ocasión, dijo que: 
 

“La inembargabilidad absoluta de los recursos del Presupuesto General de la Nación 
afecta particularmente el derecho que tienen las personas al pago de las pensiones 
legales. En este sentido el inciso tercero del artículo 53 de la Constitución establece: ‘El 
Estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones 

legales’ y en el inciso final del propio artículo 53 agrega: ‘La Ley . . .  no puede 

menoscabar . . . los derechos de los trabajadores.  
 

Incluso los decretos con fuerza de ley dictados en los estados de excepción 
constitucional tampoco pueden menoscabar dichos derechos, de conformidad con el 
artículo 241.2 de la Carta. Y uno de tales derechos, de orden constitucional – que es 
norma de normas, según el artículo 4º.-, es precisamente el derecho al pago oportuno 

de las pensiones.  
 
. . . Por lo demás, la inembargabilidad de los recursos del presupuesto frente a las 
demandas laborales hace particularmente inefectivos los derechos de los pensionados, 
por la especial circunstancia de hallarse en una edad en la que difícilmente pueden 
proveerse de otros medios de subsistencia. De ahí que tal situación de contera comporte 

desconocimiento de los derechos denominados “de la tercera edad”, los cuales, 
paradójicamente, fueron muy caros al Constituyente”.  (subrayado fuera del texto). 



 

 

Por otra parte, se debe resaltar que la suscrita tiene la obligación constitucional de 
garantizar el efectivo cumplimiento de las decisiones judiciales y hacer efectivo el 
acceso a la administración de justicia del demandante (art. 48, 93, 94 y 229 de la 
C.P.), procurando la materialización de un derecho adquirido, cuyo pago no ha sido 
efectuado por la demandada. 
 
En este orden de ideas y en atención a que esta ejecución se adelanta para el pago 
de derechos derivados de la seguridad social, se inaplicará el principio de 
inembargabilidad y se accederá a lo solicitado, limitándose la medida al valor del 
crédito cobrado. 
 
En mérito de lo anterior, el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Cali, 
 

DISPONE: 
 
1.- Ordenar el pago a la parte actora, a través de su apoderado judicial Dr. CÉSAR 
AUGUSTO BAHAMÓN GÓMEZ, identificado con C.C. No. 7.688.723 y T.P. No. 149.100 del 
Consejo Superior de la Judicatura, quien tiene facultad para recibir según poder que 
obra en el expediente, del título judicial No. 469030002762752 del 31/03/2022 por la 
suma de $877.803.oo, por concepto de las costas del proceso ordinario consignadas 
por la parte demandada COLPENSIONES, a este Despacho judicial. 
 
2.-MODIFICAR el embargo de los dineros que posee la demandada Administradora 
Colombiana de Pensiones COLPENSIONES en los bancos Davivienda y Occidente, en 
la suma de $43.890.oo. Líbrese los oficios respectivos. 
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